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La inversión extranjera es considerada como una estrategia determinante 
para el crecimiento de la economía no solo para Colombia sino para los países en 
desarrollo, pues la misma globalización así lo ha exigido. La economía cambiante 
en paralelo con la tecnología ha penetrado muchos mercados con un objetivo 
vanguardista, el país ha entrado a formar parte de esta importante figura desde los 
años ochenta con el fin de lograr crecimiento económico, lo cual conllevaría a estar 
en una competencia entre los países que también ofrecen este vehículo financiero 
en el cual cada uno entrega beneficios y estabilidad. 
 
Así, Colombia conoció un primer modelo para garantizar la seguridad de los 
inversionistas por medio de los contratos de estabilidad tributaria en 1995 logrando 
atraer inversión extranjera de tal forma que se pudieran conseguir recursos 
económicos que permitieran garantizar los fines del Estado.  
 
A través de la ley 223 de 1995 nació por primera vez la figura jurídica de los 
contratos de estabilidad que protegería las variaciones de la legislación tributaria. 
Dichos contratos se suscribían entre el Estado y los particulares con un tiempo 
establecido no mayor a diez años, a cambio que el contribuyente pagara una prima 
de 2 puntos por encima de la tarifa de renta establecida, contratos que contaron con 
poca acogida razón por la cual solo duraron cinco años vigentes, y fueron derogados 
por la reforma del 2000.  
 
Posteriormente el legislador  sanciono  la ley 963 de 2005, reviviendo la 
derogada ley 223 de 1995  con nuevos requisitos y beneficios tributarios para hacer 
atractivas nuevas inversiones y con este instrumento financiero  fomentar seguridad 
y confianza a los nuevos inversionistas, para atraer nuevos mercado e incursionar 
en la economía  a nivel global, de los cuales se alcanzaron a suscribir 72 contratos, 
los cuales tuvieron gran acogida en un 43% en el sector manufacturero, un 26% 
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sector de servicios, 9% sector de construcción, 9% sector de comercio, 9% sector 
de electricidad y gas y un 3% sector de minas y comunicaciones (Revista Fiscal, 
Externado , 2009). 
 
Uno de los beneficios de esta ley correspondió a incentivar la inversión nueva 
como la existente, de hecho 38% de los contratos celebrados fue con inversiones 
existentes. 
 
Con este tipo de contratos se deja al descubierto que la estabilidad y 
seguridad jurídica que   hacen parte del contrato social donde se establecen las 
reglas y normas universales en calidad de un bien público, son negociables y son 
transaccionales entre el estado y los particulares.  
 
Ley que fue controvertida y que fue objeto de demandas por 
inconstitucionalidad, pero que la Corte Constitucional fallo en contra de cada una de 
las pretensiones por considerar que la ley se encontraba ajustada a los fines del 
estado, sin embargo, con la reforma del 2012 finalmente le puso fin a través de la 
ley la ley 1607 a este tipo de contratos argumentando que la reforma tributaria se 
hacía con el fin incentivar la cultura del pago de los impuestos y evitar tratamientos 
más favorables. 
 
Lo cierto es que a través de la ley de crecimiento 2010 del 27 de diciembre 
de 2019 el legislador   revivió por tercera vez esta herramienta como vehículo 
financiero, partiendo de la ley 1943 que fue declarada inexequible, después de siete 
años de haber sido derogada, la cual persiste en dar garantía a el inversionista en 
lo pertinente a la Estabilidad Tributaria, instrumento que analizaremos en el cuerpo 
de esta investigación.    
 
Teniendo en cuenta que Colombia se caracteriza por tener un ordenamiento 
jurídico sujeto a constantes cambios, y de acuerdo a la experiencia vivida con la ley 
      
   9 
 
 
963 de 2005, con el fin de incursionar en esta modalidad de contratos, nuevamente 
el legislador busca los mecanismos para garantizarle a los inversionistas que las 
condiciones pactadas en los contratos por las inversiones realizadas se mantendrán 
inalterables, al menos por un período de tiempo determinado. Ello, con la finalidad 
de que la inversión realizada y la expectativa de recuperación no se vean 
perjudicadas por los cambios que pudieran introducirse después de firmado los 
contratos.  
 
En este contexto el trabajo analiza la regulación en Colombia, Chile y Perú 
referente a los contratos de estabilidad jurídica para determinar qué aspectos en 
común tienen positivos y negativos, cuáles son las diferencias entre estos y detectar 
fortalezas que pudieran ser adoptadas en Colombia, a partir de aspectos 
cuantitativos. Se analizarán dichos contratos desde el año 2005 hasta diciembre del 
2020 por que desde el 2005 Colombia está intentando darles vida a los contratos 
de estabilidad con la ley 963 de 2005 y en el 2019 el país expidió lo último en 
legislación para este tipo de contratos. Así se concreta la pregunta de investigación: 
¿Cuál es el contenido jurídico de los contratos de estabilidad jurídica en Colombia, 
Perú y Chile? 
 
Esta investigación se hará a través de una monografía analítica y 
comparativa que de acuerdo al alcance del tema de investigación se ajusta, pues a 
través de este podemos analizar a COLOMBIA, CHILE y PERU frente a los 
contratos de estabilidad jurídica y tributaria en cuanto a las semejanzas y 
diferencias, ese análisis y comparación tiene cabida en el cambio legislativo, 
creación de nuevas normas, reformas tributarias, derogación de leyes y 
promulgación de nuevas leyes ya derogadas.    Para todo este análisis comparativo 
haremos uso de la ley, la doctrina, tesis y la jurisprudencia. 
 
El trabajo se estructuro en dos capítulos. En el primero analizaremos el 
contenido jurídico de  la normatividad colombiana desde el año 1995 con la ley 223 
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hasta la ley 2010 de 2019  incluyendo el decreto reglamentario No. 1157 de agosto 
de 2020 analizando los antecedentes, tipos de contratos firmados por años, sector 
económico, por empresa,   análisis de sentencias de la validez por parte de la corte 
constitucional acerca de los contratos de estabilidad jurídica, análisis de sentencias 
de la validez por parte el Consejo de Estado y estadística de inversión extranjera en 
Colombia, y el informe que genero la comisión de expertos de beneficios tributarios 
con los hallazgos y sugerencias acerca de cómo mejorar nuestro sistema tributario 
encaminado a tener buenas prácticas, ser competitivos internacionalmente con un 
sistema auto sostenible.  
 
En el segundo capítulo se realizará un análisis comparativo de Colombia con 
los países de Chile y Perú, en cuantos su contenido jurídico, validez, antecedentes, 
marco de inversión, las diferencias y similitudes, estadísticas de inversión extranjera 

















      




Contratos De Estabilidad Jurídica En Colombia 
Planteamiento  
 
En este capítulo nos ocuparemos de analizar la evolución de los contratos de 
estabilidad tributaria y jurídica, con especial referencia a Colombia. Para la 
ejecución de este proyecto se analizará preliminarmente el contenido jurídico, las 
características, la validez constitucional por parte de la Corte Constitucional y el 
Consejo de Estado, nos enfocaremos en la ley 963 de 2005 y la ley 2010 de 2019. 
 
Contenido Jurídico De Los Contratos De Estabilidad Jurídica 
 
Para dar inicio al análisis en la comparación con referente internacional de 
los contratos de estabilidad jurídica es necesario contextualizar los conceptos como 
Contrato de Estabilidad Tributaria, jurídica, seguridad Jurídica, y gastos tributarios. 
 
 La primera vez que Colombia tuvo el primer modelo de Contratos de 
Estabilidad Tributaria como lo mencionamos en la introducción   fue con ocasión del 
artículo 169 de la ley 223 de 1995 donde dicho contrato era aquel que se firmaba 
entre particulares y el Estado, régimen donde se concedía una seguridad jurídica 
en su carga impositiva a los tributos pactados, si después de firmado salían nuevos 
impuestos o aumentaba la tarifa estos no les aplicaría por el termino pactado en el 
contrato. Termino con el que nos familiarizamos hasta que llego el segundo 
momento que marco la historia de los contratos de estabilidad en Colombia  la 
reapertura de los  Contratos de Estabilidad Jurídica   (CIJUF, 2015) con ocasión de 
la ley 963 de 2005  que consistió en darle nuevamente al inversionista confianza a 
través de la seguridad jurídica que la regulación existente y pactada al momento de 
la firma del contrato se mantendría en el tiempo hasta la culminación del contrato 
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así esta fuera adversa a lo estipulado, estos promovieron las inversiones nuevas y  
ampliaron las existentes en el territorio nacional.  
 
Con el anterior preámbulo tenemos que el contrato de estabilidad tributario y 
jurídico son los contratos firmados con el Estado donde el objetivo que se persigue 
es que se le dé seguridad jurídica al inversionista, es decir que la normatividad que 
se pacte al firmar el contrato será la que se le aplicara al contrato por el termino 
acordado, este régimen jurídico es previamente acordado y delimitado en el 
clausulado del contrato como lo concreta la sentencia C-320 de 2006.  
 
Adentrándonos en los conceptos de estabilidad se trata de lo que permanece 
en el tiempo y la seguridad jurídica como todo aquello que no se puede cambiar, 
todas estas hacen parte de las características que se espera una norma con 
estabilidad jurídica. 
 
Para (López, 2006)  es necesario entender que la seguridad jurídica debe ser 
un camino de doble vía, en donde pesen de igual forma los beneficios otorgados a 
través del contrato de estabilidad como la protección de los ingresos y de la 
inversión realizada, ya que en consecuencia de dicho equilibro se puede hablar de 
una verdadera seguridad jurídica, sin dejar a un lado la importancia de la distribución 
equitativa del ingreso social pues es el principal seguro   de los contratos a mediano 
y largo plazo. 
 
Y para la (Comision de Expertos de Beneficios Tributarios, 2021)los gastos 
tributarios son disposiciones en la legislación fiscal que modifican la responsabilidad 
tributaria de grupos específicos de individuos o negocios. Los gobiernos alrededor 
del mundo los emplean para lograr una amplia gama de objetivos económicos, 
sociales y de equidad, o en aras de simplificar el sistema tributario. Los GT son 
desviaciones de un sistema tributario de referencia, en el que dichas disposiciones 
específicas están ausentes, y pueden tomar la forma de exenciones, deducciones, 
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descuentos, tarifas reducidas o diferimientos.2 Sin embargo, los GT pueden generar 
costos presupuestales considerables, por lo que es importante su cálculo frecuente. 
De esta forma, los reportes de GT contribuyen a la transparencia fiscal y la rendición 
de cuentas por parte del gobierno, además de apoyar la toma de decisiones 
relacionadas con la adjudicación de recursos públicos  
 
Antecedes De Los Contratos De Estabilidad Jurídica En Colombia 
 
Como lo mencionamos en el apartado anterior Colombia ha tenido dos 
momentos importantes que marcaron la apertura de los contratos de estabilidad 
primero los tributarios y segundo los jurídicos, a continuación analizaremos cada 
uno de estos momentos importantes para la economía colombiana, si tenemos en 
cuenta que Colombia ha  buscado  álgidamente el instrumento financiero para atraer 
nuevas inversiones donde le dé estabilidad y seguridad a los inversionistas, a pesar 
que la leyes que marcaron estos momentos importantes hoy se encuentran 
derogadas, la ley 1020 de 2019 quiere encontrar ese vehículo financiero y por eso 
reactiva los contratos de estabilidad tributaria si se tiene en cuenta que la 
globalización de los mercados giran en torno a la inversión extranjera.   
 
1. Ley 223 de 1995 
 
Para los años 1995 la economía del país se encontraba bajo la 
responsabilidad del presidente ERNESTO SAMPER PIZZANO, (1994-1998) 
administración que tuvo en 1995 problemas con  política de economía 
especialmente en el presupuesto del gasto público  diseñando  la reforma con su 
plan de gobierno “El Salto Social”  que permitiera el incremento de los ingresos para 
soportar el desarrollo del programa propuesto (OSORIO, 2008), en la cual le da 
apertura a los contratos de estabilidad tributaria que tiene sus inicios  en el artículo 
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169 de la ley 223 de 1995 donde se otorgaban solo a persona jurídicas con una 
tarifa de 2 puntos por encimas a la tarifa de la renta, y debía solicitarse ante  el 
director de la DIAN, el tiempo del contrato era de diez años. Dicho régimen solo tuvo 
vigencia de cinco años desde 1995 hasta el 2000 cuando fue derogado por la ley 
633, de 2000 dicha derogación fue motivada porque se evidencio que los 
contribuyentes pretendían acogerse a esta figura con el fin de evadir futuros pagos 
de impuestos que se impondrían con la reforma tributaria del 2000. Oficialmente se 
suscribieron 7 contratos y estaban pendientes algunos que estaban en litigios.  
 
2. Ley 963 del 2005  
 
En un segundo intento el estado Colombino esta vez bajo el gobierno de 
Álvaro Uribe Vélez (2002-2010)  con su política fiscal “Hacia un Estado Comunitario 
“ fue uno de los pilares del gobierno para atraer la inversión y generar seguridad al 
inversionista,  con la necesidad de realizar cambios sustanciales  encontró en la 
inversión un mecanismo de reactivación económica sancionando  la Ley 963 del 
2005, el pilar fundamental de la ley fueron los requisitos y la protección del 
inversionista tanto nacional como extranjero con contratos de estabilidad jurídica 
que podían tener un tiempo de 3 a 20 años. 
 
    En ese momento los contratos se caracterizaron porque: 
 
Este tipo de contrato traía la posibilidad de suscribir contratos tanto para 
personas naturales como jurídicas y consorcios.  Aplicaba para inversiones nuevas 
y ampliación a las inversiones existentes dentro del territorio.  
 
Tenía el monto base de la inversión en 7.5000 SMLMV Incluía todo tipo de 
actividad desde turismo hasta mineras, desde que fueran aprobadas por el comité 
y estuviera acorde con el plan nacional de desarrollo y el documento Conpes. 
      




Los requisitos que debía cumplir para la formalización eran el monto de la 
inversión, tiempo, estudio de factibilidad, planos, estudios técnicos, tipo de actividad, 
número de empleos a generar, el monto de la prima. 
 
Para lo cual se contaba con un comité especial que aprobaba la inversión, 
los contratos se podían subrogar o ceder desde que se tuviera el aval del comité.  
Los suscriptores debían pagar una prima del 1% sobre el total de la inversión y si lo 
diferían en periodos improductivos del 0,5% por cada año. 
 
Para dirimir las controversias podían hacer uso de la cláusula compromisoria 
donde exclusivamente se podía acceder a tribunales de arbitramento nacionales 
regidos por leyes colombianas. 
 
Si no se cumplía con el pago de la prima y la no realización oportuna de la 
inversión podía dar causal de cancelación anticipada del contrato. 
 
En la tabla 1 se puede evidenciar los contratos que se alcanzaron a suscribir, 
los montos de inversión y los empleos generados.  
 
Quienes estuvieran condenados o sancionados administrativamente por 
conductas punibles estaban inhabilitados para suscribir contratos de estabilidad 
jurídica.  Aunque dichos contratos no recaían sobre la seguridad social, normas de 
orden público, ni impuestos indirectos, ni inversiones forzosas ni decretadas bajo 
estado de excepción.  
 
Con la ley 963 de 2005 Colombia alcanzo a firmar 72 contratos de estabilidad 
jurídica en varios sectores de la industria. 
 
 
      


















En los años 2008, 2009, 2010 tuvieron la acogida de los contratos suscritos, 
pues estos representaban una participación del 28%, 31%, 25% sucesivamente, los 
contratos suscritos entre 2013 y 2014, fueron los que estaban en trámite cuando fue 












Tabla 1Números de Contratos Suscritos 
 
      





El sector de la industria manufacturera fue el que más contratos de 
estabilidad tributaria suscribió con un 47,2% de los contratos, seguido del sector del 
comercio, precisamente el sector del comercio fue el que más empleo género, con 
47,6%.  Sin embargo la ley 963 de 2005  tenía muchos vacíos en cuanto a la 
adjudicación de la prima en tiempo productivo o improductivo, sobre todo cuando la 
generación de esos ingresos dependían de hechos futuros inciertos como licencias, 
permisos, autorizaciones, cumplimientos de estrategias, para lo cual a través de la 
ley 1450 de 2011,  modifico la forma de asignar la prima, que debían pagar los 
nuevos inversionistas que suscribieran contratos de estabilidad jurídica, y esto se 
resolvió con la expedición de  la Resolución 1732 del 22 de junio de 2012 que 
reglamento el cálculo de la prima de dichos contratos.  En la tabla 3 se observa las 
empresas que suscribieron los diferentes contratos, la actividad económica, el tipo 
de proyecto, el monto de inversión y la fecha en que se suscribió.  El último contrato 
firmado tiene una estabilidad hasta el 23 de mayo del año 2026. 
Tabla 2 Contratos por Sector económico 
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Anexo No. 3. Empresas que suscribieron CEJ 
 
Tabla 3    Contratos Suscritos por Empresa 
Tabla 3 Contratos Suscritos L963 






























      




A través de La ley 1607 del 2012, finalmente fue deroga la ley 963 de 2005 
argumentando que la reforma tributaria se hacía con el fin incentivar la cultura del 
pago de los impuestos y evitar tratamientos más favorables.  
 
Sin embargo, para los inversionistas especialmente los que se vieron 
vulnerados en el cambio de en la regulación impositiva después de estabilizado los 
contratos, sintieron el respaldo económico de acuerdo a la sentencia C320 de 2006 
por la decisión adoptada por la Corte constitucional en caso de ejercer acciones 
judiciales, en contra del estado cuando sus inversiones tuvieran cambios 
regulatorios en las decisiones que fueron determinantes en la inversión. 
 
Es así como los impuestos decretados en estado de excepción como el 
impuesto a la seguridad y gravamen financiero desata las controvertidas demandas, 
por pago a lo no debido, donde el estado fue condenado a   devolver los dineros 
recaudados en materia de impuestos, desconocidas por parte de la Dian más el 
pago de los intereses a que hubiere lugar. 
 
3. Ley 2010 de 2019 
 
Finalmente, en el gobierno de Iván Duque (2018-2022) con su plan de 
gobierno revive uno de los pilares del gobierno Uribe con la ley de crecimiento 
económico a través del nuevo régimen de Mega Inversiones para fomentar la 
inversión adicionando el artículo 235-4 del E.T implementado con el decreto 1157 
de 21 de agosto de 2020 que adiciono la inversión en la Aeronáutica Nacional, 
variando el monto y el tiempo de inicio de la inversión. 
 
Al igual que la ley 963 de 2005 también trae un comité encargado de aprobar 
la inversión, en cabeza del Ministerio de Industria y Comercio, se le otorga a la Dian 
las facultades de fiscalización e investigación sobre el cumplimiento de la mega 
inversión. 
 
En la tabla No. 4 veremos una síntesis de los requisitos que traen los 






      







Tabla 4DR 1157 de 2020 
 
 
Pero a raíz de que la ley 1943 de 2010 fue declarada inexequible con la ley 
de financiamiento se subsanan todos los vicios de forma que con llevaron a declarar 
la inexequibilidad por parte de la corte constitucional, trayendo como nuevo la 
creación de la comisión de estudios de los beneficios tributarios otorgados, por una 
comisión de expertos conformada por varios disciplinas conformada por un de 
legado de  la Dian, el ministerio de hacienda, ministerio de comercio, ministerio de 
agricultura,  ministerio de trabajo y cinco invitados internacionales. El objetivo de 
esta comisión es validar la conveniencia de todos los beneficios tributarios vigentes 
con miras de generar una reforma integral estructural que permita la reactivación 
del país en el campo económico, laboral, empresarial que se fundamente en los 
principios tributarios. 
 
Esta comisión debía ser conformada a más tardar en los siguientes cuatro 
meses de entrada en vigencia de la ley de financiamiento,   es decir a partir del 1 de 
enero de 2020, y debía entregar una propuesta máximo en dieciocho meses (18) 
siguientes al ministerio de comercio y crédito público, pero no se contaba con la 
crisis sanitaria vivida de manera mundial por el COVID-19, pandemia que trajo un 
detonante en las  arcas del gobierno, porque desde marzo 17 de 2020 a través del 
decreto 417 de 2020 Por el cual  declaro un Estado de Emergencia Económica, 
Social y Ecológica en todo el territorio Nacional, trayendo consigo un desacelere en 
la economía a nivel nacional e internacional por el aislamiento obligatorio.   
 
Comisión conformada por el ministerio de Hacienda la Dian y la OCDE que 
fue instalada el 18 de agosto de 2020 por 10 expertos 5 nacionales y 5 invitados 
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convenientes además de las recomendaciones que como realizar una reforma 
tributaria estructural que permita la reactivación de la economía, la industria, 
fomentar el empleo, con este estudio se espera que el sistema tributario mejore los 
términos de progresividad, eficiencia y simplicidad según el ministro de hacienda 
Alberto Carrasquilla1. 
Comisión que tuvo 5 mesas de trabajo para analizar todos los impuestos, 
beneficios, exenciones vigentes.   
 
     3.1 Informe de la Comisión de Expertos de Beneficios Tributarios  
 
El Informe de la comisión  empezó por ratificar las deficiencias del sistema 
tributario Colombiano, el análisis de la comisión es que nuestro sistema tributario es 
disfuncional toda vez que no cumplimos con los estándares mínimos internacionales 
de los principios tributarios como lo son la equidad, eficiencia y simplicidad, para la 
comisión un sistema optimo no interfiere con el crecimiento económico, no genera 
desigualdad, hace las cosas más simples y en Colombia sucede todo lo contrario, 
después de cada reforma hay que hacer actualización de la misma por la 
complejidad para entenderla y no se ha socializado lo suficiente cuando ya se está 
frente a otra reforma fragmentada, las reformas han sido introducidas sin un 
entendimiento integral del impacto económico que generan los gastos 
administrativos a largo plazo, por la falta de información previa de forma detallada 
por partida del costo beneficio que significaría esta partida en los ingresos tributarios 
dando cumplimiento al artículo 7 de la ley 819 de 2003 y aunque elogia a la Dian 
por su mejor intento por generar estadísticas ciertas falta mucho insumo de 
información fiable y confiable que debe salir de las declaraciones de renta tanto de 
personas naturales como jurídicas para limitar la creación de gastos tributarios por 
parte del legislador, para que cada vez que se vaya a sancionar una ley de reforma 
deba ser obligatoria la justificación  con la evaluación económica detallada de sus 
costos y beneficios.  
 
Para la comisión el sistema tributario  es disfuncional por la deficiencia en la 
elaboración de políticas porque los gobiernos de turno y los legisladores han 
buscado dar solución a todo el déficit fiscal que se tiene a través de este, 
materializándose en gastos tributarios que en la OCDE no se practican varios por 
su carácter distorsionante, para la comisión esto debería evaluarse si es necesario 
que la parte de presupuesto que no se tiene se obtenga a través de transferencia 
                                                 
1 https://actualicese.com/cual-sera-el-aporte-de-la-comision-de-expertos-para-la-proxima-reforma-tributaria/ Consultada 2 de abril de 
2020 
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del sector central, y no se recargue el sistema tributario  de gastos tributarios, que 
conllevan a una nueva reforma fragmentada que por más de veinte años se ha 
repetido.  
 
3.2 Hallazgos y Sugerencias para Futuras Reformas Tributarias 
 
Para la comisión de expertos de beneficios tributarios los gastos tributarios 
diseñados adecuadamente pueden generar crecimiento económico y estos son 
justificados si los beneficios sociales exceden los costos atribuibles y no existe otro 
mecanismo para ser entregados, al igual que generan problemas distribucionales 
como sucede con las exenciones del IVA, en los hogares de mayor pobreza. 
 
 Dentro de las sugerencias de la comisión de expertos de beneficios 
tributarios    tenemos: 
Colombia debe determinar el punto de referencia o sistema de referencia 
Benchmark frente al cual se puede medir el alcance de las concesione fiscales, el 
no tener una referencia de sistema tributaria no es una buena práctica ante la 
OCDE. 
Colombia se debe apartar de tanto gasto tributario que sobrepasa los 
beneficios esperados a tratos preferenciales como los son las tarifas de renta 
especiales a Personas Jurídicas por inversiones específicas como el régimen de 
mega inversiones, hoteles o a personas naturales por sus cargos como jueces, 
docentes, fiscales etc. Practica que no se da en la OCDE porque esto genera 
distorsión del sistema tributario y quebrante el principio tributario de la igualdad. 
 
El objetivo de las reformas debería ser aumentar la base fiscal y reducir la 
tarifa nominal, es fortalecer la progresividad del sistema tributario y no ser regresivo 
garantizando el cumplimiento de la equidad horizontal y vertical, principios rectores 
del sistema tributario colombiano. 
 
Eliminar los gastos tributarios que generan distorsiones económicas y 
tributarias como el gravamen financiero y el impuesto de industria y comercio que 
grava los ingresos y no las utilidades. 
 
Hacer más sencilla la complejidad tributaria dará certeza tributaria para los 
inversionistas nacionales y extranjeros.  
 
La comisión de beneficios tributarios sugiere que se requiere de cambios en 
la estructura del impuesto de renta de las personas jurídicas, permitiéndole deducir 
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el IVA pagado en la compra de activos fijos reales en el IVA y no la renta como 
deducción. 
 
Se debe hacer, una extensión de la base del IVA, eliminar las exenciones y 
exclusiones, en la OCDE solo existe la exención; y aumentar los impuestos sobre 
los bienes perjudiciales para la salud de los ciudadanos (ejemplo: tabaco, alcohol y 
azúcar) y el ambiente (ejemplo: los combustibles fósiles). Eliminar el IVA por 
departamentos por política social, con este se reduce el índice de evasión y elusión 
porque los contribuyentes pueden ubicarse en esos departamentos para disfrazar 
el impuesto. 
 
Mejorar el informe anual de gastos tributarios por parte de la DIAN 
información generada desde las declaraciones y los medios magnéticos, para la 
toma de decisiones informando la metodología usada. Este debe incluir hasta un 
informe sectorial. Esto ayudaría a la formación de políticas ya que se basaría en 
datos reales y no en estimaciones. 
 
Desmontar las deducciones de la renta de personas naturales, 
especialmente en las pensiones, porque la tasa efectiva de este ingreso es negativa, 
el gobierno lo subsidia y es muy regresivo y solo beneficia a unos contribuyentes 
porque muy pocos hogares disfrutan de una pensión; revisar la tarifa marginal 
porque los más pobres no se benefician mientras que el valor es más alto en los 
hogares más ricos. Al igual que se monitoreé las deducciones de los independientes 
porque fiscalmente se pueden llevar todos los costos y podría haber abuso del 
derecho.   
 
En las zonas francas debe implementarse el iva gravado a la tarifa general. 
Las reformas deberían eliminar el impuesto de recuperación es decir la retención a 
los dividendos por la complejidad tributaria y los efectos distorsionantes. 
 
Reducir los ingresos no constitutivos de renta y exenta, esta práctica no es 
usual en la OCDE 
 
Desplegar el régimen simple para todas las pequeñas empresas y acortar los 
montos ya que está muy amplio y hay estarían empresas que por sus ingresos 
pueden estar en el régimen ordinario por su capacidad de pago. 
 
Eliminar el impuesto de industria y comercio ya que es distorsionante porque 
grava los ingresos y no la utilidad, y pensar en una subvención del gobierno central 
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a los gobiernos locales porque mientras sigan tratándose como descuento los 
gobiernos locales pueden seguir subiendo las tarifas y sigue siendo distorsionante. 
  
C. Análisis De Sentencias De La Validez Por Parte De La Corte Constitucional 
Acerca De Los Contratos De Estabilidad Jurídica 
 
Corte Constitucional Sentencia C-242 de 2006 Referencia: expediente D-5932  
 
Esta fue de las primeras demandas donde el autor considero que la ley 963 
de 2005, contraria el principio de igualdad al considerar que no había las mismas 
oportunidades puesto que había límites para acceder a los contratos como el monto 
de capital mínimo que eran los 7.500 SMLV, que no recaía sobre todas las 
actividades, el tiempo de duración con un mínimo y máximo del tiempo y en general, 
la norma delimita de manera injustificada los destinatarios y las condiciones del 
contrato. 
 
Al igual que habla de estabilidad, pero con exigencia de pago de una prima, 
pero dicha estabilidad no aplica para todo por la razón que no todos los sectores de 
la economía están habilitados impidiendo el desarrollo de la libre competencia entre 
iguales, excluyendo a las pymes,  
 
Según los intervinientes  que estuvieron todos a favor de la exequibilidad de 
las normas acusadas  cuando el propósito de la inversión es en virtud de generar 
bienestar al generar empleo, tecnología y beneficios  económico en el país debe ser 
declarada exequible la ley, el Min comercio pidió la exequibilidad de la norma 
acusada basándose en que no se trata de discriminación sino de diferenciación 
razonable, pues la ley busca los medios para cumplir los fines del estado, la 
Universidad del Rosario Intervino en favor  de la norma acusada porque a su juicio 
estos contratos, permiten salvaguardar el principio de la buena fe del inversionista 
sin embargo se ve afectada la libertad de competencia para los inversionistas que 
no tengan la capacidad de los 7.500 SMMLV y la constitucionalidad debe darse en 
un examen leve si la ley persigue un fin constitucionalmente importante, si es 
necesaria y si el beneficio es mayor que los daños generados, para el Procurador 
General de la Nación debía declarase en favor de  la norma acusada con el 
fundamento de que el trato legal diferente es justificado y razonable y es el único 
medio para lograr los fines del estado, para la  ANDI la constitucionalidad estaba 
fundada en que estos contratos tiene unos límites y mientras no se  cumplan con el 
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total de los requisitos establecidos no se pueden acceder a ellos, y encuentra 
proporcionales los objetivos perseguidos por el legislador. 
 
Para la Corte Constitucional fue necesario hacer uso del test de igualdad 
porque se trataba de la presunta violación al derecho de igualdad, el cual realizado 
encontró que la distinción hecha por el legislador se justifican en la potestad 
conferida a este para  la promoción a mediano y largo plazo para lograr los fines del 
estado, por lo tanto este  trato diferencial en este tipo de contratos   tienen la 
naturaleza y objeto  que representa el medio de conseguir la partida presupuestal 
para el desarrollo de inversión social y se encuentra ajustado para la obtenciones 
de los fines constitucionales de acuerdo al artículo 337 de la Constitución Política 
más aun cuando hacen parte de un proyecto macroeconómico y declara exequibles 
los cargos formulados y analizados en relación con el derecho a la igualdad. Esta 
sentencia conto con salva mentó de Voto por parte del MP JAIME CORDOBA 
TRIVIÑO El magistrado se aparta de la sentencia por haber declarado exequible el 
artículo 2 de la ley 963 de 2005 ya que este debió haberse declarado inconstitucional 
por violación del principio de igualdad que debe regir la libre competencia, la ratio 
decidendi se fundamenta por que los beneficios de los contratos de estabilidad 
están concentrados en un  grupo conformado por los grandes inversionistas, el 
indicio de arbitrariedad en cuanto a la exclusión de actividades económicas no tiene 
ningún criterio razonable  ni justificado para dejar por fuera actividades productoras 
y este indicio no fue desvirtuado. 
 
Al igual que el MP ALFREDO BELTRAN SIERRA el magistrado se aparta de 
la sentencia porque el artículo 1 de la ley 963 de 2005 fue declarado exequible, la 
ratio decidendi se fundamenta en que el estado se compromete a no cambiar las 
leyes que fueron determinantes para la toma de la decisión del inversionista dejando 
en manos de los inversionistas   quebrantando el Preámbulo y el artículo 3º de la 
Constitución. La soberanía.  El celebrar contratos de estabilidad jurídica se sobre 
pone a la Constitución Política restando con esto la importancia del deber nacional 
de acatar la norma de normas esto resulta, por supuesto violatorio del artículo 4º de 
la Constitución. 
  
Corte Constitucional Sentencia C-320 del 2006 expediente D-5983  
Para el autor  los  artículos demandados 1, 2, 3, 4 y 6 (parciales) de la Ley 
963 de 2005 atribuían facultades al comité que aprobaba los contratos y estos 
vulneraban la Constitución Política Colombiana por dejar en manos de dicho comité 
la decisión de legislar poder conferido al congreso de la república y al presidente, 
sustentando que el Congreso de la Republica no puede ser limitado temporalmente 
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ya que debe estar en la libertad de expedir, modificar, derogar o interpretar las leyes 
en los casos que estime conveniente.  
 
Para los intervinientes debía ser declarada exequible las normas legales 
acusadas, en dicha intervención se aseguró que la seguridad jurídica es 
indispensable dentro del estado porque es a través de este que sea crea confianza 
certeza y estabilidad evitando arbitrariedad por parte del estado y abuso del poder. 
 
Como la Ley 963 de 2005 era un instrumento jurídico incluyente y una 
herramienta idónea para fomentar la inversión y lograr los fines del estado y 
respecto a las facultades del congreso se mantienen incólumes frente al acuerdo de 
voluntades en los contratos al congelar las normas, ya que esta solo aplica para la 
inversión concreta no para las demás.  
 
Estos afirman que para un país en vía de desarrollo los contratos de 
estabilidad jurídica son los medios para generar confianza a los inversionistas si se 
tiene en cuenta el alto nivel de riesgo por nuestra seguridad nacional y política de 
paz.  
 
En cuanto a la posición del demandante sobre las atribuciones al comité para 
legislar la corte decide que debe acatarse a la cosa juzgada en la C-242-2006. Y 
ratifica que el legislador conserva su poder de decisión de libre arbitrio y que no está 
delegando sus responsabilidades ni negociando su poder legislativo ni la soberanía, 
simplemente esta frente a un contrato donde se compromete a guardar unas 
determinadas condiciones, cuando suscribe un contrato de estabilidad jurídica. 
 
Corte Constitucional Sentencia C-961 del 2006, expediente D-6304  
El autor considera que el Estado Colombiano demuestra el imperio de la ley 
al establecer el tribunal de arbitramento de forma obligatoria en los contratos de 
estabilidad tributaria, pues coarta a las partes en la manifestación de la voluntad de 
cómo quieren que se dirima las controversias al igual que obstruye el acceso a la 
administración de justicia imponiendo el clausulado que solo se debe estar a la ley 
nacional.  
 
Esta cláusula debe ser definida por los contratantes, a la inversionista 
extranjera se le impide el poder acudir a tribunales del exterior como el CIADI, pues 
ambos contratistas deberían tener la oportunidad de discutir el contenido de la 
cláusula compromisoria, sin que legislador imponga unas condiciones en beneficio 
del Estado colombiano y en contra del inversionista extranjero.  
      




Pues considera que debe existir neutralidad en el país de arbitramento y que 
este debe ser diferente al estado de las partes y la Convención de Washington es 
una excelente opción para dirimir conflictos de inversión extranjera. 
 
Dentro de las intervenciones  todos solicitaron que se declara exequible las 
normas acusadas, aunque algo encontradas en Min Comercio  manifiesta que  la 
Constitución confiere competencia al Congreso de la República para determinar los 
procedimientos y contenidos de la justicia arbitral  para la ANDI no se debe imponer 
un arbitraje obligatorio pero si limitarlo aun por razones de conveniencia, comparte 
que si Colombia es el país que ofrece la oportunidad de inversión es esta legislación 
la que prevalece, para este grupo el legislador puede restringir la libertad contra 
actual  porque el fin busca es el bienestar general. 
 
Para la Corte Constitucional el legislador goza de una amplia margen de 
configuración normativa y este es el encargado de la economía del país, y este tipo 
de contratos no son un fin sino un medio para alcanzar los recursos para generar el  
bienestar social, por eso  encuentra ajustado a la constitución esta medida 
obligatoria al reconocer que si las leyes colombianas son las generadoras de los 
contratos de estabilidad tributaria, deben ser la legislación nacional quien dirima los 
conflictos firmados entre el estado y los particulares,  
 
Corte Constitucional Sentencia C-155 de 2007 Expediente 6422.  
  
Se demanda por segunda vez el artículo 7 de la ley 963 del 2005 el autor 
considera que la Cláusula compromisoria es violatoria de los convenios 
internacionales suscritos por Colombia y aprobados por el Congreso de la República 
violando los artículos 9,58,116,226,227,228,228 y 333 de la constitución y los 
tratados internacionales. 
 
Para los intervinientes la exequilibidad se debía declarar porque la cláusula 
compromisoria es facultativa y son las partes quienes la convienen. 
 
Así como tampoco atenta los contratados especialmente la Convención de 
Washington porque este tratado no forma parte del bloque de constitucionalidad, la 
procuraduría se pronuncia que debe acatarse a la cosa juzgada.  
 
Para lo que la Corte Constitucional frente a la posible violación de los 
convenios internacionales ratifica el convenio de CIADI es económico y que solo los 
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tratados y convenios que reconocen derechos humanos y prohíben su limitación 
hacen parte del bloque de constitucionalidad. 
 
D.  Análisis De Sentencias De La Validez Por Parte Del Consejo De Estado 
Acerca De Los Contratos De Estabilidad Jurídica 
1. Consejo de Estado Sección Cuarta Expediente 20.826 Demandante Seguro 
de Riesgos Profesionales Suramericanos S.A. ARP Sura Demandado DIAN.  
Asunto: Impuesto Al Patrimonio 
ARP Sura tenía un contrato de estabilidad jurídico firmado desde el 9 de julio 
de 2010, donde estabilizaba el impuesto al patrimonio desde el 2007 al 2009, con 
ocasión de la ley 1379 de 2009, ARP Sura pago en el año 2011, el impuesto a la 
riqueza en dos cuotas mayo y septiembre por valor cada una por $1.400.047.000. y 
ARP Sura le solicito a la DIAN dejar sin efectos el impuesto pagado toda vez que 
este era un impuesto estabilizado y en su defecto devolviera lo pagado más los 
intereses a que hubiera lugar, a lo cual la DIAN le negó la pretensión, instaurando 
demanda por Nulidad por violación de las leyes 963 de 2005 y 1370 de 2009, puesto 
que la ley 1379 de 2009 lo que hizo es extender el impuesto al patrimonio en el año 
2011, y ARP Sura no era responsable ni del impuesto ni de la sobre tasa.  Según 
fallo del Tribunal de Medellín la Dian tenía la razón porque se trataba de un impuesto 
nuevo según concepto 098797 del 28 de diciembre de 2010, las consideración de 
la sala se dieron a favor de ARP Sura  porque considero que el impuesto al 
patrimonio se estaba extendiendo y esto afectaba el principio de la buena fe, y no 
le era dable al legislador prorrogar un impuesto de forma artificiosa que se trataba 
de un nuevo impuesto, fallando a favor de ARP Sura y ordenando a la Dian devolver 
los dineros pagados más los interese corrientes desde la solicitud de notificación 
del auto que niega la devolución  al igual que los intereses de mora a partir del 
vencimiento del término para devolver y hasta la fecha del pago  
 
Consejo de Estado Sección Cuarta Expediente 22145 Demandante Promigas 
SA EPS Demandado DIAN Impuesto al Patrimonio. 
Desde el 4 de febrero de 2009 Promigas S.A. celebro contrato de estabilidad 
jurídica con  la Nación Ministerio de Minas y Energía, para desarrollar un proyecto 
de inversión en 20 años, el cual estabilizo el impuesto al patrimonio hasta el 2010, 
pero con el impuesto a la riqueza pago también en dos cuotas en mayo y julio  y el 
21 de julio de 2011, el contribuyente solicito a la  DIAN Seccional de Impuestos de 
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Barranquilla dejar sin efecto legal la declaración del impuesto al patrimonio del año 
gravable 2011, al amparo del artículo 594-2 del ET., por estimar que no se 
encontraba obligada a presentarla y pidió la devolución de los $896.796.000 
pagados, más los interés corrientes y moratorios previstos en el artículo 863 del E.T. 
decisión que fue negada por parte de la DIAN  instaurando demanda por parte de 
Promingas S.A en ejercicio de medio de control y nulidad del Restablecimiento del 
Derecho donde solicita que se anulen las resoluciones proferidas por parte de la 
DIAN, que se deje sin efectos la declaración  presentada y que se le devuelva con 
interés corrientes y de mora los dineros pagados. Sin dejar de lado que violo el 
debido proceso, derecho de defensa, al negar primero la devolución, al no resolver 
los efectos legales de la declaración en los términos sino un año después decidió 
no resolver los recursos. Las consideraciones del Consejo de Estado ya tenían 
precedente y era que el impuesto a la riqueza es la extensión del impuesto al 
patrimonio, y esto crea una situación adversa a la determinación de inversionista, 
en el principio de la buena fe, para lo cual concede la sala la revocación del aquo, 
procediendo la devolución de lo pagado con los intereses corrientes y moratorios 
pertinentes.  
E. Estadística De Inversión En Colombia 
 




















      










Grafica 1 Inversión Extranjera Directa 
 











2016 2017 2018 2019 2020
Sector petrolero 1.375 1.428 1.344 1.568 941
Agricultura, caza, silvicultura y pesca 127 114 99 158 110
Minas y canteras (incluye carbón) -29 559 880 1.247 627
Manufactureras 961 1.693 924 970 302
Electricidad, gas y agua 2.98 271 -180 218 706
Construcción 299 9 186 294 269
Comercio, restaurantes y hoteles 379 322 557 632 460
Transportes, almacenamiento y 
comunicaciones
954 -3 610 504 -120
Establecimientos financieros 1.084 425 1.247 1.62 953
Servicios comunales 193 223 186 328 548










































































Tabla 6 Inversión Extranjera por Sector 
 
 
      




Grafica 2  Inversión Extranjera por Sectores de Enero a diciembre de 2020 
 
















dic-13      16.832,6     4.692,1    21.524,7            5.340,0  
dic-14      15.109,1   12.371,5    27.480,5            4.752,4  
dic-15      11.427,0     4.418,8    15.845,8            5.362,4  
dic-16        8.799,9     5.855,6    14.655,5            5.618,9  
dic-17      10.100,8     4.016,3    14.117,1            6.443,7  
dic-18        8.679,2     1.869,9    10.549,1            7.585,0  
dic-19      10.366,1    -1.887,9      8.478,2            8.795,1  
dic-20        5.276,1       -374,6      4.901,5  6.129,0 
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Fuente: Balanza de Pagos Banco de la República de Colombia 
 
 
CONCLUSIONES CAPITULO I 
 
Después de escudriñar cada una de las leyes que contemplan los contratos 
de estabilidad jurídica en Colombia desde los años 1995 al 2020, se analizó que 
aunque en principio las leyes tenían un objetivo perseguido que era atraer nuevas 
inversiones y estimular el crecimiento económico con garantías al inversionista 
como la seguridad y estabilidad jurídica a sus inversiones, no se cumplió puesto que 
a los contribuyentes que tenían contratos estabilizados con  la ley 1370 de 2009, se 
les disfrazo un nuevo impuesto  al considerar que el impuesto al patrimonio se 
estaba extendiendo y esto afectaba el principio de la buena fe, y no le era dable al 
legislador prorrogar un impuesto con el ardid que se trataba de un nuevo impuesto.  
Así las cosas queda demostrado que Colombia no respeta los contratos pactados 
pues si se trata de generar confianza al inversionista  no debería sancionar  reformas 
que contravengan lo pactado, como resultado de la ley 1370 de 2009, y de acuerdo 
a los fallos del Consejo de Estado contra la Dian, la nación ha pagado cerca de $1 
billón de pesos, como devolución del pago por impuesto al patrimonio más 
intereses, castigando  de forma directa el recaudo según revista Dinero en su 
edición de empresas (Dinero,2017) 
 
Se concluye que los CEJ (contratos de estabilidad jurídica) no son 
herramientas que garanticen al inversionista la seguridad jurídica que le de 
tranquilidad y certeza, que su inversión va a tener la invariabilidad prometida en 
materia de impuestos, hasta la culminación del proyecto, Colombia lleva 24 años 
vendiéndole al mundo una seguridad jurídica que no ha podido respectar por el 
sistema tributario deficiente e ineficaz. No es así como se consigue tener un país 
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seguro, de mira al mundo, para que nos vean como un país opción, seguro; si se 
analiza que este vehículo financiero que se ve como la herramienta más efectiva 
para atraer inversión, nace es como una política temporal de cada gobierno, que su 
objetivo es incentivar la economía pero en su periodo presidencial, herramienta que 
se quita y se pone a conveniencia de cada gobierno y no se piensa en el largo plazo, 
razón por la cual se generan leyes que se terminan derogando en el siguiente 
periodo presidencial, conllevando con esto a otorgar beneficios solo a los grandes 
inversionistas que pueden acceder por el monto de la inversión, atentando contra el 
principio del derecho tributario de equidad horizontal, donde contribuyentes iguales, 
pagaron más renta y tuvieron un trato desigual. 
 
Es clarísimo que Colombia necesita una reforma estructural no solo con el 
objetivo de atraer inversión extranjera, como una opción de crecimiento económico, 
sino en busca de estabilizar los ingresos tributarios necesarios para hacerle frente 
a las necesidades del presupuesto fiscal de inversión y de gastos, pero mientras la 
rama legislativa no sea asesorada en materia de economía y de impuestos, se 
seguirán sancionando leyes  a última hora que terminan derogándose o expidiendo 
nueva leyes o decretos para corregir la anterior. 
 
Esperemos que con el informe de la Comisión de Expertos de Beneficios 
Tributarios  creada por la ley de crecimiento donde se ratifica que Colombia tiene 
un sistema tributario disfuncional y donde se dan los hallazgos y sugerencias para 
una reforma estructural encaminada a sacar el déficit presupuestal que quedo 
después de la pandemia del Covid-19, la Dian con la cooperación de los expertos 
técnicos pongan en marcha todas las recomendaciones y eliminen los regímenes y 















      









En este capítulo analizaremos la regulación de los contratos de estabilidad 
jurídica en Chile y Perú para conocer el funcionamiento, validez constitucional con 
Colombia en cuanto a los contratos de estabilidad jurídica. 
 
En América latina Chile y Perú pareciera que van la vanguardia en los 
contratos de estabilidad jurídica, porque es en estos países donde nace la inversión 
extranjera como opción de atraer nuevos mercados, estos países  establecieron 
estas políticas como medio de crecimiento económico para contrarrestar los 
problemas de déficit que cada uno de estos países atravesaban  por cuenta de los 
problemas sociales y de seguridad, donde los beneficios otorgados a los 
inversionistas eran la mayor atracción garantizándole a los inversores seguridad 
jurídica y tributaria 
 
Para este análisis es apropiado conocer las recomendaciones que la OCDE 
ha realizado para guardar uniformidad respecto de las inversiones extranjeras, con 
el fin de generar una sana competencia, dentro de las cuales sugiere un marco 
jurídico no discriminatorio entre los nacionales, estabilidad macroeconómica, mano 
de obra garantizada y seguridad jurídica, estabilizar las tarifas tributarias, incentivar 
este tipo de proyectos a zonas con menos inversión.   
 
En la década de los ochenta, América Latina vivía una de sus peores crisis 
económicas desencadenando en grandes endeudamiento por el no pago de la 
deuda externa y generado un ambiente alarmista y de mucha desconfianza, Estados 
Unidos  lidero una reunión con diez países latinoamericanos para encontrar 
alternativas, mecanismos e instrumentos para superar dicha crisis, esta reunión fue 
concertada en Washington “Conceso de Washington”, como resultado de dicha 
conferencia se pudo analizar las políticas económicas deficientes que se tenían en 
estos países miembros y este consenso  estableció diez directrices o pilares que 
debían ser implementados en América Latina en aras de lograr el desarrollo 
económico y superar la crisis, pilares que fueron aceptados y respaldados por 
instituciones bancarias o financieras, uno de estos pilares fue llamado “Apertura de 
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la inversión extranjera”. El desarrollo de dicha implementación se denominó 
Contratos de Estabilidad Jurídica. 
Y con esta nueva herramienta jurídica se amplió los ingresos de dineros del 
exterior, tanto para los países que implementaron los contratos como para los 
inversores extranjeros creando un panorama de seguridad para ambas partes. 
 
A. Contratos de Estabilidad Jurídica Chile 
 
1. Antecedentes de Los Convenios de Estabilidad en Chile. 
 
Chile es un país con una extensión de tierra de más de 6.000 km, con más 
de 18.73 millones de personas, su moneda es el peso chileno y se rige bajo una 
forma de gobierno de república democrática presidencialista. Fue el primer país de 
América Latina que decidió cambiar el rumbo de la inversión extranjera enfocándose 
en políticas para la protección de la inversión, su impacto alcanzo márgenes tan 
positivos que fueron copiados y adaptados en otros países como Perú.  
 
Entre 1930 y 1940, gran parte de la inversión extranjera en Chile provenía de 
los Estados Unidos, con un foco especifico en la minería. Después entre los años 
1954 y 1958 se introdujeron cambios sustanciales permitiendo un atractivo al 
inversionista principalmente con el mantenimiento de la minería.  
 
En la década de los setenta persistía el rechazo a la inversión extranjera 
como mecanismo de protección a la soberanía política y económica en los países 
de América Latina. 
 
Posterior al golpe militar de 1973, se modificó sustancialmente la política 
económica, aumentando la acción del sector privado en la economía transformando 
aspectos fiscales, laborales, financieros y jurídicos  
 
El decreto de ley 600, más conocido como el Estatuto de Inversión Extranjera  
empezó a regir a partir del año 1974 con la finalidad de atraer inversionistas 
extranjeros para lograr el desarrollo económico, se instauraron principios 
fundamentales como la no discriminación entre los inversionistas nacionales o 
extranjeros y asegurar lo correspondiente a el estado de Chile, en los años 2005 y 
2006 se realizaron modificaciones a el decreto de ley 600 en las cuales se incluía 
un impuesto a todas las actividades mineras,  en el 2010 se incluyeron normas en 
concordancia con dicho impuesto a la minería y es que este sector es uno de los 
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más importantes para el país. Por casi cuarenta años funciono la política exitosa de 
inversión, esta se sustentó en la seguridad jurídica y en la no discriminación tanto 
de  inversionistas nacionales como extranjeros, pero paradójicamente fue derogada 
a través del artículo 9 de   la ley Nº 20.780, en la exposición de motivos se dijo que  
el DL 600 fue concebido en otros momentos de la historia y que ahora Chile gozaba 
de un status de confianza por los inversionistas a nivel internacional  y que no 
necesitaba de esas excepcionalidades,  tenía reconocimiento por ser parte de la 
OCDE y que gozaban de una estabilidad económica;  es así como la ley No. 20.848 
del 25 de junio  de 2015 cambio el referente para la inversión extranjera en Chile. 
Es necesario establecer que fue bajo el decreto 600 de 1974 fue que ingresaron 
casi el 80% de dichos inversores.  
 
Sin embargo, todos los contratos suscritos hasta antes del 1 de enero del 
2016, se mantendrán con todos sus derechos y obligaciones estabilizadas hasta 
culminar el tiempo de estabilización acordado bajo el DL 600. 
. 
2. Marco Legal Para la Inversión con el Estatuto de Inversión Extranjera 
 
La credibilidad en las instituciones a través de estabilidad y la transparencia 
de las reglas de juego para los inversionistas han contribuido a que Chile sea uno 
de los países más seguros para invertir, y en gran manera esto se debió a la 
existencia del DL 600, ya que le permitió acceder a los inversionistas a unas 
garantías que no pueden ser modificadas ni dejadas sin efecto, excepto por el 
acuerdo mutuo de las partes.  La nueva ley la Ley 20.848 contribuyo al crecimiento 
de Chile, permitiendo al país mejorar su calidad de exportador y de productor. 
 
Bajo la ley 20.848 de 2015 vuelven y se definen las reglas de juego para la 
inversión extranjera directa (IED) y se señala como elementos constitutivos que 
exista una transferencia de capital o activos del extranjero por un monto mínimo de 
$USD 5.000.000 a una empresa receptora creada en Chile. La empresa chilena 
receptora debe otorgar el control del 10% de la inversión o derechos 
 
Dentro de los derechos otorgados a los inversionistas extranjeros está el 
remesar el capital como las utilidades líquidas generadas por la inversión.  
 
También tienen derecho a la no discriminación, están sujetos al mismo 
régimen aplicable a los nacionales, tienen el beneficio de la exención en el IVA de 
bienes y servicios al igual que la importación de bienes de capital, para los 
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inversionistas que hagan sus inversiones en sectores específicos con un monto 
mínimo de USD 5.000 millones también gozarían de la exención del IVA como en 
minería, energía, tecnología e investigación. 
 
Los nuevos inversionistas extranjeros podían suscribir contratos de 
invariabilidad tributaria hasta el 1 de enero del 2020, con una tasa impositiva del 
44,5% según DL600 como periodo transitorio, hasta por diez años y quince años 
para el sector minero, después de esta fecha no se otorgarán más contratos de 
invariabilidad tributaria de acuerdo a recomendaciones de la OCDE 
Estadísticas de la Inversión en Chile 
 
El Ministerio de Economía de Chile reporto que la inversión extranjera directa 
(IED) que recibió Chile en 2019 creció en un 78%, comparado con el año 
inmediatamente anterior, al totalizar 10.797 millones de dólares, cifra que se 
aproxima a lo alcanzado entre los años 2015 y 2019 con 11.185 millones de dólares. 
 




Elaborado (Ministerio de Economía de Chile 2019) 
 
A pesar de la situación que vive el país desde septiembre de 2019 a razón 
de la crisis social según el director de InvestChile Cristian Rodríguez aclaro que la 
inversión extranjera directa logro crecer, aunque si se impactaron sectores como el 
turismo.   
Dentro de la composición de los valores que ingresaron por medio de la 
Inversión Extranjera directa podemos observar un comportamiento respecto a los 
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aportes con inclinación al alza para el 2019, y una disminución a la reinversión de 









Elaborado (Ministerio de Economía de Chile 2019) 
 
La inversión extranjera directa empezó a crecer en 2018 luego de varios años 
a la baja, los países con mayor porcentaje de participación como inversores son 
Brasil, Argentina, Perú y Colombia.  
 
Tabla 8 Principales Países Inversores 
 
Fuente: www. santandertrade.com 
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Elaborado (Banco Central de Chile) 
 
 
Tabla 9  Principales Sectores de la inversión 
 
Fuente: www. santandertrade.com 
Elaborado (Banco Central de Chile) 
 
Los principales sectores en los que interviene la inversión extranjera directa 
son el manufacturero con un 35%, siendo el primero en la tabla superando a 
Colombia que tan solo tiene un 6% con una posición de quinto en la tabla; la 
electricidad gas y agua con un 28% están en la segunda posición mientras que en 
Colombia está en el tercer lugar con un 14%, el sector de servicios con un 15%. En 
un tercer puesto mientras que en Colombia está en la posición cuarta con un 10,9%, 
Chile  en el comercio cuenta con una participación del 18% con una cuarta posición  
mientras que Colombia está en una sexta posición con un 9.1%, Chile en el sector 
de las comunicaciones está en el sexto puesto con una participación del 1% 
Colombia con 2.4%  en la novena posición; corroborando que Chile no es solo el 
pionero en la implementación de los contratos de estabilidad jurídica sino que nos 
supera en cada uno de los sectores que participan de la inversión extranjera. 
 
     4. Diferencias en los Contratos de estabilidad jurídica Colombia y Chile 
El estudio de las diferencias de los contratos de estabilidad jurídica en Chile 
se hace a la luz del decreto ley 600, así este derogada, porque a través de ellos 
fueron concebidos y teniendo en cuenta que, desde el 1 de enero de 2020 ya no se 
firmaran contratos de estabilidad jurídica según la ley 20.848 de 2015. 
 
Para Chile el inversionista debe ser extranjero sin residencia ni domiciliado 
en Chile, para Colombia es irrelevante la residencia. Chile incursiono con las 
políticas de protección al desarrollo de los contratos de estabilidad jurídica desde 
1974 y Colombia inicio estas prácticas hasta el 2005, razón por la cual Chile lleva 
una delantera no solo con Colombia sino con América Latina.  En Chile se determina 
que la forma de ingresar el capital puede ser en dinero, activos, tecnología, créditos, 
capitalización de utilidades entre otras; mientras que en Colombia solo se especifica 
en dinero o a través de leasing financiero 
      




En Chile se protocoliza el contrato de inversión mediante escritura, mientras 
que en Colombia el contrato se suscribe por documento privado entre las partes. En 
Chile el tiempo para ejecutar la inversión no puede pasar de ocho años en las 
inversiones mineras y de tres años en las otras inversiones, en Colombia son cinco 
años para todas las inversiones. El plazo de estabilidad en Chile es de diez años 
con una tarifa del 42%, tanto al inversionista como a la empresa inversora, aunque 
para las inversiones industriales o extractoras se puede extender la estabilidad 
hasta 20 años, en Colombia es de 20 años con una tarifa del 27% solo para el 
inversionista.  En Chile Para las actividades mineras superiores a USD $ 50. 
millones de dólares americanos una estabilidad de quince años donde no les variara 
la tasa, ni aumento de la base, ni nuevos impuestos para la actividad minera, en 
Colombia es solo la invariabilidad en el impuesto a la renta, los años son calendarios 
desde la puesta en marcha. La inversión en Chile es igual o superior a 5 millones 
de dólares americanos en Colombia 30. millones de UVTS equivalentes a USD 287 
millones de dólares americanos. 
 
5. Similitudes de los Contratos de Estabilidad Jurídica Colombia y Chile 
 
Para la adjudicación de los Contratos de Estabilidad Jurídica hay un órgano 
competente en Colombia se debe hallar la calificación del proyecto de inversión una 
vez se tenga, se hace la solicitud del contrato de estabilidad jurídica ante la 
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales Dian y los Contratos de Inversión en 
Chile ante la Agencia de Promoción de Inversiones Extranjeras, y juntos países 
buscan los contratos de estabilidad jurídica como vehículo de crecimiento 
económico. 
 
Chile fue un país pionero en la implementación de los CEJ en América latina 
que por más de cuarenta años le funciono el Decreto Ley 600, que trajo como 
referencia, entre el año 1974 y el 2013, divisas, US$ 141.000 millones, de los cuales 
US$ 50.000 millones se destinaron al sector minero, en este sentido, las cifras 
demuestran que el modelo fue bastante exitoso (Hurtado, 2017). 
Ahora si se tiene en cuenta que el decreto ley ha sido reformado, ajustándolo 
en sus bases y alcances, por más que cuenten con una economía sólida, y la 
situación sea diferente a la de 1974, los inversionistas se sienten más seguros 
cuando hay de por medio un decreto ley, que la sola ley, pues en el primero solo se 
cambia la invariabilidad al contrato por acuerdo de las dos partes, en el segundo de 
forma unilateral y en cabeza del estado puede cambiar las reglas de juego. 
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La eliminación del beneficio de invariabilidad tributaria, podría colocar a Chile 
en una posición menos competitiva frente a países vecinos que sí cuentan con ella, 
esto pudiendo generar efectos negativos en el inversionista al no sentirse seguros 
de la estabilidad. 
 
A. Convenios de Estabilidad Jurídica en Perú 
 
1. Antecedentes de Los Convenios de Estabilidad en el Perú. 
 
La Republica del Perú es un importante productor y exportador de cobre y 
oro, así como un prolífico exportador de gas natural licuado, mariscos y productos 
agrícolas. Además, es un destino turístico popular, con 4,5 millones de turistas que 
visitan anualmente, con ingresos anuales de $ 5 mil millones (Oxfordbusinessgroup, 
2019) tiene un tipo de gobierno democrático, una extensión de tierra de 1.285 216 
km2, cuenta con una organización geográfica de 24 Regiones y 1 Provincia 
Constitucional (Callao) su moneda nacional el Sol.  Qué para finales de los años 80 
atravesaba una crisis política y económica donde la falta de infraestructura pública, 
la alta inflación y ni qué decir del terrorismo, los colocaban en una posición poco 
ventajosa para venderse al mundo como el país más seguro para atraer nuevos 
capitales, que alivianaran las cargas al estado, para soportar el gasto público y de 
inversión. 
 
Es por esto que se ve abocado a reinventarse a través de políticas fiscales, 
reducción de índices de seguridad y de corrupción, lanzándose como el segundo 
país en América Latina en crear políticas fiscales para atraer la inversión extranjera, 
para lo cual, el Estado debía adquirir una responsabilidad que le permitiera al 
inversor seguridades jurídicas y tributarias mínimas para que estos a su vez 
percibieran estos contratos con compromiso concreto y real. 
 
Es por esto que el Perú tiene dentro de su principal política  de crecimiento   
la integración de nuevos mercados para fomentar la comercialización de sus 
productos  y a través de esta posicionarse internacionalmente, contribuyendo con 
la generación de empleo,  uno de los beneficios de los acuerdos comerciales con 
que cuenta es el tratamiento que se le da a la parte normativa,  a los inversores con 
el fin de brindar confianza, tranquilidad, estabilidad a las inversiones (Proinversion 
Agencia de Promoción de la Inversión Privada-Perú, 2020). 
 
 
      
   47 
 
 
2. Marco Legal Para la Inversión con los Convenios de Estabilidad Jurídica  
Con el propósito de impulsar la inversión y a atraer nuevos mercados, el Perú 
cuenta desde su constitución con una normatividad que le brinda tanto al 
inversionista nacional como extranjero seguridad y confianza con un marco jurídico 
para sus inversiones, que les refuerzan la continuidad de las reglas establecidas.   
Desde el 2 de septiembre de 1991 bajo el gobierno de Alberto Fujimori Fujimori 
están los presupuestos que garantizan la estabilidad al inversionista, que desde 
entonces ha tenido nueve reformas, pero que se mantiene en esencia lo establecido 
en el decreto legislativo fundador. 
 


















Tipo de Documento Fecha concepto Benefecios
1 Decreto Legislativo 662 02/09/1991
Aprueba el Régimen de Estabilidad 
Jurídica a la Inversión Extranjera, 
(Decreto Fundador
1)     Con este se da apertura a los nuevos inversores para salir de la crisis económica
donde se les reconoce los mismos derechos y garantías que a los nacionales, se dan los
requisitos y obligaciones para acceder, registrase y beneficiarse de los beneficios de la
estabilidad ofrecida.
2 Decreto Legislativo N° 757 13/11/1991
aprueba la Ley Marco para el 
Crecimiento de la Inversión 
Privada
Con esta reforma el Estado se compromete a eliminar todas las trabas y disposiciones 
que obstruyen el libre comercio e inserción en el mercado internacional, otorgando 
seguridad jurídica al inversionista en materia tributaria, no discriminación e igualdad de 
partes cuando el estado intervenga en contratos.
3 Decreto Supremo 162-92-EF 12/10/1992
El Reglamento de los Regímenes de 
Garantía a la Inversión Privada
Donde se les reconocen todos sus derechos y obligaciones contraídos por la inversión 
que hagan, bajo el estricto cumplimiento de los requisitos exigidos en el contrato ley 
que ampara los convenios de estabilidad jurídica
4 Decreto ley N° 26221 30/09/1993 Ley Orgánica de Hidrocarburos
decreto que establece las políticas de exploración y explotación y órgano
competente para la parte de hidrocarburos.
5 Decreto Supremo N° 32-95-EF 01/03/1995
Regalía de garantía de estabilidad 
tributaria y de normas tributarias de 
la Ley Orgánica de Hidrocarburos
Los beneficios y garantías que la Ley y el presente Reglamento conceden a los 
Contratistas son de aplicación a las Actividades del Contrato; precisándose que, si las 
actividades complementarias a que se refiere el literal c) del Artículo 1 de este 
Reglamento generasen ingresos para el Contratista proveniente de servicios prestados 
a terceros, estos ingresos no estarán sujetos a dichos beneficios y garantías
6 Ley No. 27342 06/09/2000
que Regula los convenios de 
Estabilidad Jurídica al Amparo de 
los Decretos Legislativos Nº 662 Y 
757
Se actualiza la base de los aportes para los convenios de estabilidad jurídica y se 
aumenta en dos puntos la tasa de tributación
NORMAS QUE REGULAN LA ESTABILIDAD JURIDICA EN EL PERU
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Tabla 11 Características de la ley No. 27342 
 
Fuente Propia 
Análisis sobre Validez de los Convenios de Estabilidad Jurídica en el Perú 
 
En el Perú año tras año se ha ido consolidadando un marco regulatorio 
atractivo especialmente para las inversiones extranjeras sobre todo en aquellas de 
infraestructura de servicios públicos, pues a través de los instrumentos de contratos 
Ley y los contratos de garantías, que se firman con los inversionistas entre el estado 
y las partes, se brinda seguridad y confianza legal al inversionista, que su inversión 
es segura, que no va a sufrir cambios tributarios  y jurídicos, contratos firmados a la 
luz de otorgar respaldo de las obligaciones contraídas con el estado por conceder 
inversiones de infraestructura en servicios públicos. 
Que dan solides tanto en seguridad jurídica como en lo económico, como se 
mencionó en las características de los contratos de estabilidad jurídica, el hecho de 
a)     Tienen derecho a recibir
un trato igualitario al
inversionista nacional, las
inversiones pueden ser en
cualquier actividad de la
industria y comercio casi en
la gran mayoría de ellas, solo
hay restricciones en el
transporte aéreo y marítimo
la seguridad y vigilancia
privada, zonas naturales
protegidas y la fabricación
de armas de guerra
b) Los inversores 
se pueden 
asociar en 




pueden hacer sus 
aportes en capital 
o bienes
c)     estabilidad del impuesto
a la renta de cargo de la
empresa receptora de la
inversión y los dividendos
que se distribuyan en su
favor, no se verá afectado
con una tasa mayor 
d) Pueden remesar libremente sus dividendos y utilidades con la 
opción de manejar el cambio que más le convenga
e)     Cuentan con la






f)     Derecho hacer uso de la
banca a través de créditos
de capital




h)A gozar de libertades 
como la son de 
contratación de tecnología 
y compra de acciones
j)     En cuanto al derecho de propiedad, este tiene una categoría
especial y es que es inviolable solo si es estrictamente necesario y
debe haber de por medio una indemnización, se predica que
tanto a los peruanos como a los inversionistas extranjeros están
en la misma condición, sin embargo, les está prohibido a los
extranjeros comprar cerca de 50 kilómetros de las fronteras los
negocios en minería u otras fuentes de energía salvo los casos
específicamente decretados. 
j)     Tienen la libertad
de dirigir y organizar
sus sociedades como 
les convenga
respectando las leyes 
de seguridad en el
trabajo, industria y
medio ambiente
k)     Hay un organismo que
es el encargado de
representar al País y es quien
se encarga de adjudicar los
convenios de estabilidad
jurídica, y es ante quien se
debe registrar la solicitud de
inversión, el Organismo
Nacional Competente, el
cual, a través de convenios
con los inversionistas, les
ofrece garantía como:
Estabilidad tributaria frente al
impuesto a la renta
garantizándole como tasa
para tributar la misma al
momento de firmar convenio, 
tanto para las utilidades
como para los dividendos.
l)     El plazo
establecido para
la inversión es de
dos años
m)     El monto de la
inversión es de US$
10.000.000(diez mil
millones de dólares
americanos) para el sector
minero e hidrocarburos y
para las demás actividades
US$ 5.000.000.000





El estado se obliga a mantener vigentes los contratos de 
estabilidad jurídica y no modificarlos de forma unilateral por 
Decreto Supremo 162-92-EF.  por un periodo de 10 años a 
partir de su celebración





Perú haga parte por
tratados 
internacionales.
Caracteristicas Ley No. 27342
p)      En los contratos de uso de tecnología, marcas y patentes u otros derechos de propiedad intelectual no se admitirán cláusulas en las que se prohíba o límite de 
cualquier manera la exportación de los productos elaborados en base a la tecnología respectiva. En ningún caso se admitirán cláusulas de esta naturaleza en relación 
con el intercambio subregional o para la exportación de productos similares a terceros países (SICE, 2020).
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que el inversionista tenga un trato igual que los nacionales, donde puede acceder a 
créditos de la banca nacional, sin tantos obstáculos, le permite en cierta medidas 
igualdad de armas, para su buen funcionamiento y desempeño. 
El Contrato Ley es así es la institución del ordenamiento jurídico peruano, 
que cuenta con rango constitucional establecido para que los inversionistas tengan 
seguridad cierta de que marco legal les aplicara en sus inversiones.  
Casi en todas las legislaciones nacionales siempre se le confiere la potestad 
al legislador de terminar de forma unilateral los contratos de estabilidad jurídica, 
cuando estos se anteponen a sus intereses, más aún cuando el estado tiene una 
situación privilegiada y dominante con que cuenta, que reside en la soberanía.   
 
Según Gerardo Ataliba “es en la materia tributaria donde el Estado se ve 
tentado con mayor frecuencia de realizar bruscas alteraciones e innovaciones, 
sorprendiendo al ciudadano” de lo expuesto por el autor este poder dominante 
contradice los principios de la libertad de empresa y principios de la economía, que 
son los que coadyuvan a la prosperidad nacional. 
 
Es por esto que a diferencia de otros países que incursionan en las nuevas 
estrategias de atraer nuevos inversores, Perú es de los pocos países que tiene 
establecidos en su carta magna, las garantías a los convenios de estabilidad 
jurídica, de acuerdo al artículo 62 de la Constitución peruana, “(…) mediante 
contratos-ley, el Estado puede establecer garantías y otorgar seguridades. No 
pueden ser modificados legislativamente, sin perjuicio de la protección a que se 
refiere el párrafo precedente”.  (Constitución Política del Perú, 2019). Pero aquí no 
termina la cláusula que le da garantías al inversor, pues en el artículo 39 del Decreto 
Legislativo 757, Ley Marco para el Crecimiento de la Inversión Privada, establece 
que “Los convenios de estabilidad jurídica se celebran al amparo del artículo 1357 
del Código Civil y tienen la calidad de contratos con fuerza de Ley, de manera que 
no pueden ser modificados o dejados sin efecto unilateralmente por el Estado. Tales 
contratos tienen carácter civil y no administrativo, y sólo podrán modificarse o 
dejarse sin efecto por acuerdo entre las partes”. Confirmando así la garantía y 
seriedad con que cuentan los Contratos Ley del Perú.  
Pues la connotación que se esté ante un contrato civil, donde se está en la 
esfera  del derecho privado, y  donde solo prima la voluntad de las partes, la 
naturaleza del contrato civil tiene tendencia a salvaguardar el principio de igualdad 
en las partes, y en donde se evalúan las cláusulas de terminación del contrato 
diferentes a las cláusulas estipuladas de incumplimiento, mientras que el estar ante 
un contrato administrativo prevalece el interés general haciendo que la relación 
jurídica sea desigual, y en provecho del Estado (Felipe Navia Arroyo, 2008) . 
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Para el tratadista civilista Manuel de la Puente y la Valle si el estado convino 
voluntariamente a ser una parte en un contrato de estabilidad jurídica, está 
renunciando a accionar su poder soberano y de privilegio, por el contrario, se está 
colocando al mismo nivel de la otra parte contratante, solo así el estado garantizaría 
a sus inversores seguridad y certeza jurídica para sus inversiones (Villena, 2020) 
El Perú en su política de inversión le permite al inversor dirimir sus 
controversias a través del arbitraje y judicialmente, donde los inversores extranjeros 
pueden recurrir al CIADI (Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas 
a Inversiones) Con esto se está frente a una institución neutral imparcial a los 
estados contratantes. 
Estadística de las inversiones en el Perú  




  Proyección- Reporte de Inflación - Diciembre 2019 
Fuente: BCRP Elaboración:  (Proinversion, 2020) 
 
La información que se presenta en la siguiente tabla ha sido consolidada de 
las cifras sobre inversión extranjera presentadas en las declaraciones de registro 
que presentan los inversionistas o las empresas receptoras de la inversión ante 
PROINVERSIÓN, en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 2° y 19° del 
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Grafica 7 Saldo de Inversión Extranjera Directa a diciembre de 2020 (US $ 
Millones) 
 
Fuente Pro inversión 
Elaborado (Proinversion Agencia de Promoción de la Inversión Privada-Perú, 
2020) 
 
Grafica 8 Países que tienen Convenios de Estabilidad Jurídica con el Perú 
 
  
Fuente: Pro Inversión 
Elaboración: Pro Inversión 
 
“El Perú tiene aún una brecha de infraestructura que bordea los 160,000 
millones de dólares, que no se podrá cubrir exclusivamente con recursos públicos y 
que demandará seguir atrayendo inversionistas privados globales de primer nivel. 
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Por tanto, es fundamental dar señalas claras de respeto a los contratos y uso de los 
mecanismos que estos prevén para dirimir cualquier controversia” (Comunicado de 
Afín No.007-2018) 
 
Grafica 9 inversión Extranjera Directa por Sector  
Económico 
 
Fuente: Pro Inversión 
Elaboración: Pro Inversión 
 
En cuanto al alcance de los convenios de estabilidad jurídica tenemos dos 
grupos: los primeros que se llamaron de régimen general  suscritos bajo los decretos 
662-757, por ser de aplicación a todos los sectores de la economía y los suscritos 
por sectores como son los regulados por la ley minera e hidrocarburos, aunque al 
primer grupo se le garantiza una estabilidad de 10 años como lo mencionamos en 
las características de los convenios de estabilidad jurídica, a  los segundos se les 
extiende al tiempo de la concesión por la envergadura del proyecto y el costo de los 
mismos hasta por el mismo tiempo de la concesión o contrato de licencia que podía 
ser entre 15 años y 40 años en los de hidrocarburos porque manejan dos fases, la 









      




Tabla 12 Régimen Tributario 
Impuesto a Tasa Aplicable 
INGRESOS Rentas Empresariales 29.5% 
Agricultura 
y agroindustria 15% 
V Dividendos 5% 
Regalías 30% 
Intereses para 
préstamos otorgados del 
exterior 
4.9% 
Al valor agregado (IVA) 18% 
A las transacciones financieras 0.005% 
Temporal a los activos netos por el exceso 






Diferencias de los Convenios de Estabilidad Jurídica entre Colombia y el Perú  
En el Perú no hay pactada contraprestación alguna, para acceder al beneficio 
de los convenios de estabilidad jurídica mientras que en Colombia tenemos una 
prima que equivalente al 0,75% del valor de la inversión que se realice en cada año 
durante el periodo de cinco (5) años. Perú   garantiza el impuesto a la renta a las 
empresas receptoras de la inversión, como el retorno de la inversión y el régimen 
de disponibilidad de las divisas, mientras que en Colombia se garantiza el impuesto 
de renta solo al inversor. 
 
La formalidad para ejecutar el convenio de estabilidad jurídica en el Perú,  es 
a través de un contrato-ley donde el estado pierde su soberanía y el imperio de la 
ley, para convertirse en parte en un acuerdo de voluntades que se rige por la ley de 
los contratos civiles, donde las controversias pueden ser dirimidas a nivel nacional 
o internacional judicial o a través del arbitramento, mientras que en Colombia se 
rige por los contratos administrativos y solo se puede dirimir las controversias a nivel 
nacional. 
      




En el Perú existe la ley rectora Decreto Legislativo 662 de 1991, que ha tenido 
5 reformas encaminadas a ampliar el alcance de los sectores económicos, y a 
cambiar las bases de las inversiones y se mantiene vigente y ha logrado el objetivo 
perseguido, mientras que Colombia ha tenido cuatro, la ley 223 de 1995-derogada, 
Ley 963 de 2005 derogada, ley 1943 de 2018 declarada inexequible, y la ley 2010 
de 2019 que vuelve a revivir los contratos de estabilidad tributaria.  El régimen de 
los convenios de estabilidad jurídica en el Perú está diseñado para maximizar la 
inversión extranjera como política principal para el crecimiento de la economía, 
haciéndolos más atractivos y competitivos por la seguridad jurídica que les reviste 
el ropaje de contratos ley, mientras que en Colombia 25 años después de emitida 
la primera ley, se está a la expectativa del decreto reglamentario para ver si esta 
vez se logra el objetivo para los que fueron creados. 
 
El tiempo para ejecutar la inversión en el Perú es de dos años, en Colombia 
de tres a cinco años, las inversiones se pueden realizar en cualquier actividad 
económica generadora de renta, mientras que en Colombia las inversiones deben 
hacerse en propiedades, planta y equipo, que sean productivos o que tengan la 
potencialidad de serlo según el Decreto 1157 de agosto 21 de 2020. 
 
 Las modalidades para el pago de aportes en la inversión en el Perú, pueden 
ser de aportes de personas naturales y jurídicas, desde que se hagan a través de 
la banca, a través de cualesquiera bienes físicos, acciones, títulos valores, derechos 
tangibles, en Colombia no está reglamentado y se infiere que es en efectivo usando 
la banca. 
 
La tarifa de renta en el Perú para los convenios de estabilidad jurídica es la 
que esté vigente al momento de firmar el decreto y es a la que se le garantiza la 
estabilidad, para el año 2020 es de 29,5% y en Colombia es de 27% excepto para 
las inversiones hoteleras que es del 9% 
 
El monto a invertir en el Perú es de US$ 10 millones, para los sectores de 
minería e hidrocarburos; y de US$ 5 millones, para las demás actividades 
económicas en Colombia 30.000.000 uvts $ (1.068.210.000.000) millones de pesos 
equivalente a USD$ (286.767.785,23) con una TRM de $ 3,725. El gasto por 
depreciación en el Perú cuenta con la posibilidad de ampliar la tasa de depreciación 
de la maquinaria, equipos y demás activos fijos a 20% anual, de los edificios y 
construcciones a 5% anual, en Colombia se podrá depreciar los activos en un 
mínimo de dos años desde que se inicia la actividad generadora de renta o en su 
defecto lo que indica el artículo 137 del E.T.  
      




Los convenios de estabilidad jurídica del Perú estabilizan el régimen 
tributario, cambiario y administrativo, regímenes de exportación, en Colombia solo 
garantiza la estabilidad respecto del impuesto a la renta. Los puestos a generar en 
los contratos de estabilidad en el Perú son de 20, mientras que en Colombia es al 
menos 400 nuevos empleos directos y si es en el sector tecnológico 250 nuevos 
empleos. 
 
Similitudes en los Convenios de estabilidad Jurídica Colombia y Perú 
 
Tanto en Perú como en Colombia las leyes buscan un fin común, atraer 
capitales de inversión que les permitan reactivar la economía, los contratos en 
ambos países deben ser inscritos en un órgano competente en Perú (Pro inversión) 
y Colombia ante Ministerio de Comercio Industria y Turismo. 
 
CONCLUSIONES II CAPITULO 
 
Con la implementación de los convenios de estabilidad tributaria que 
estructuro Perú  bajo la figura de los contratos ley,  salió de la crisis económica, en 
la cual sufría el descredito a nivel internacional, por las políticas deficientes y 
problemas de seguridad social, convenios que los colocó como países líderes en 
inversiones seguras, según estudio de Reputación Institute de Estados Unidos) 
consultora líder mundial en materia de Prestigio,  ha colocado al Perú en el 2019 en el 
primer país de América Latina como el mejor país de reputación para invertir, donde 
se mide la admiración, estigma, la confianza, la buena impresión que causa un país 
con respecto de los otros países, (infomercado,2019). Después de tres décadas de 
la apertura de los convenios de estabilidad jurídica es evidente el efecto positivo 
que le dejo al país, sobre todo en los que hacen énfasis a concesiones de 
infraestructura y minería.  
 
Como precedente se tiene que la apertura de los convenios de estabilidad 
jurídica volcó al Perú a una economía global, a un país de opciones que cumple lo 
que promete y en la medida que crece ofrece seguridad jurídica y estabilidad a los 






      





CONCLUSIONES GENERALES  
 
Los contratos de estabilidad jurídica y tributaria nacen como iniciativa del 
Consenso de Washington en su artículo 7, donde se liberó la inversión extranjera 
directa pues esta a su vez  se convirtió en el mecanismo de ayuda a la atracción 
económica de bienes y servicios de capital, a través de dichos contratos, los cuales 
se convirtieron en políticas económicas de estado que ayudaron a sopesar el 
presupuesto de la inversión social a nivel de cada gobierno, los cuales les ayudo a 
superar la crisis económica que vivían los países de América Latina por efecto de 
la deuda externa, con ayuda de los lineamientos de los principales generadores de 
recursos financieros como el Banco Interamericano de desarrollo, el Banco Mundial 
y el fondo Monetario Internacional, quienes apoyaron a los países que estuvieron 
de acuerdo con hacer los respectivos cambios internos, como los cambios políticos, 
económicos, fiscales y judiciales,    implementando sus propias directrices que 
coadyuvaron  con el crecimiento y globalización de la economía, donde se enfatizó 
en la seguridad jurídica a nivel macroeconómico como el camino de salvación de la 
crisis de los años ochenta, al igual que los países que no entraran en la inversión 
extranjera iban a quedar rezagados y olvidados porque la misma globalización de 
la economía así lo exigía. Políticas económicas que no se hicieron esperar, las 
cuales estaban dirigidas a generar confianza, seguridad y estabilidad, 
garantizándole al inversionista seguridad jurídica en su inversión. 
 
Con el apoyo de la inversión extranjera a través de este tipo de contratos los 
países tuvieron incremento de los ingresos de capital, generación de empleos, 
intercambio cultural entre otros, se hacía más atractivo comercialmente cada uno 
de los países que los implementaron y que entraron a la vanguardia de la inversión 
extranjera directa. 
 
Puesto que estos contratos han aportado en América latina un elemento 
referente para el marco normativo de los países que lo han acogido. 
 
Es así como  Chile fue el primer país vanguardista en implementarlos  
siguiendo el modelo después Perú, aunque los contratos se conciben con nombres 
diferentes persiguen los mismos objetivos y propósitos, como mejorar el flujo de 
capital extranjera que le permita a los gobiernos apoyarsen en este para el 
presupuesto de inversión social, mejorar la calidad de vida de los nacionales a 
través de la generación de empleos, venderse como un país seguro con certidumbre 
tanto para el inversionista como para el país receptor. 
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En Chile los contratos de estabilidad jurídica son denominados como 
Contratos de Inversión, en Perú se habla de los convenios de estabilidad jurídica 
implementado por los contratos Ley y en Colombia Contratos de estabilidad Jurídica 
o Contratos de estabilidad Tributaria. 
 
Para esta investigación comparativa se analizaron los requisitos exigidos por 
cada una de las leyes en los países en estudio, donde todos coincidieron con un 
objetivo y un propósito que nace de la necesidad del estado en mejorar sus finanzas 
estatales y la inversión social. Todos tienen un monto de inversión que difiere de 
cada gobierno y política de turno, todos contemplan diferentes actividades de 
servicio y de industria con excepciones de las que solo le competen a los estados 
como nación.  
 
En cuanto al tiempo de la inversión y estabilización de impuestos todos 
coincidieron en el requisito como tal, pero son muy disimiles los tiempos de 
inversión, Colombia de 5 años, Chile entre 3 a 8 años dependiendo de la actividad, 
Perú 2 años; en cuanto a la estabilización Colombia es de 20 años, Chile 10 a 20 
años depende de la actividad, y Perú 10 años, lo único que tienen de coincidencia 
es que en los tres países de estudio se estabiliza el impuesto a la renta. 
 
Para la formalización de los contratos de estabilidad jurídica, contratos de 
inversión o convenios de estabilidad jurídica en la república de Colombia se 
contempla el contrato de estabilidad jurídica o tributaria como un contrato celebrado 
entre los particulares y el estado, rigiéndose por la contratación estatal enmarcado 
y regido  en el derecho administrativo, protocolizado por la suscripción de un 
contrato, mientras que en las república de Chile  y el Perú estos contratos son 
celebrados por los particulares y el estado , rigiéndose por la contratación entre 
particulares enmarcado y regido por el derecho civil, generando confianza entre los 
particulares que firman con el estado, de que estos a su vez no pueden cambiar de 
forma unilateral el contrato, despojándose el estado de su poder dominante, y 
permitiéndole a los partes igualdad entre sí y protocolizándose con la elevación de 
escritura pública. 
 
Estos contratos de estabilidad jurídica buscan generar confianza y seguridad 
jurídica para los  inversionistas, que su inversión no sufrirá cambios en la parte 
impositiva y jurídica, situación que fue acatada bajo los principios del consenso de 
Washington y respetados por los países de la República de Chile y el Perú, en el 
caso colombiano no ha sido así, con ocasión de la ley 963 de 2005 como lo 
mencionamos al inicio de la investigación es el segundo momento que Colombia 
vivió  la estabilización de los impuestos, estos nacían, con los derechos que surgían 
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a la firma del contrato que se daban de acuerdo a las normas vigentes a su 
protocolización  y no por leyes que las modifiquen después de suscritos los 
contratos, de acuerdo a la ley 1370 de 2009 nace el impuesto a la riqueza, que es 
una extensión del impuesto al patrimonio ya que tiene el mismo hecho generador y 
conserva el mimo espíritu del impuesto, y que los contribuyentes que optaron por 
pagarlo, tuvieron la oportunidad de solicitar la devolución de los dineros pagados 
más  intereses, de acuerdo a la sentencia C-320 de 2006, al declarar que cuando el 
contrato estabilizado sea modificado en desmedro del inversionista, este puede 
ejercer la acción judicial para que le resarzan los perjuicios ocasionados. 
 
Para la siguiente investigación quiero manifestar que también se vio afectado 
por la seguridad jurídica no solo por la ley 1607 de 2012 que derogo la ley 963 de 
2005 sino por la ley 1943 de 2018 con la que inicialmente se empezó esta 
investigación que fue declarada inexequible2 retomando el estudio con la ley 2010 
de 2019 que retomo y subsano los vicios de forma de la ley 1943 de 2018.  
 
Con el análisis realizado a cada uno de los países en estudio se espera que 
los aportes contribuyan a tener mejor herramienta como vehículo financiero de los 
contratos de estabilidad jurídica como atracción de inversión extranjera directa, 
siguiendo las recomendaciones de la comisión de expertos de beneficios tributarios 
que junto con el apoyo de la OCDE se hizo, para que Colombia corrija la 
disfuncionalidad del régimen tributario para que tengamos un régimen tributario con 
buenas prácticas a nivel internacional que predica y aplica los principios tributarios 
como la equidad, progresividad y la eficiencia; que se perciba a la Republica de 
Colombia como un país serio, seguro tanto a nivel jurídico como país inversor como 
un país socialmente estable, donde refleje la confianza y seguridad a nivel nacional 
e internacional. 
 
Después de revisar los contratos de estabilidad jurídica con referente 
internacional de Chile y Perú, se sintetizo en el comparativo entre los tres países de 
análisis, podemos observar grandes aportes que podrían beneficiar la inversión 
extranjera en Colombia dentro de los principales aspectos encontramos:  
 
Que la unidad de medida usada en Colombia UVTS es una unidad de medida 
nacional, que de cierta forma es confusa para el inversionista extranjero, sería más 
practico que se estableciera la unidad de medida del dólar,  puesto que es la  
                                                 
2 Se dice que esta investigación fue víctima de la falta de seguridad jurídica toda vez que cuando empecé la investigación 
pretendía demostrar si los contratos de estabilidad jurídica y tributaria cuentan con la seguridad jurídica, que el legislador 
ha pretendido implementar con la atracción de inversión extranjera en Colombia, y si son una herramienta eficaz de acuerdo 
a el objetivo propuesto, la investigación inicio  en enero de 2019 con la ley 1943 de 2018, declarada por la Corte 
Constitucional inexequible, a través de la Sentencia C-481 de 2019; y en diciembre de 2019 se promulga la ley 2010 de 
2019, ratificando en parte la ley 1943 pero, también introduce aproximadamente 55 normas nuevas al ordenamiento jurídico, 
y revive otras disposiciones derogadas por el artículo 122 de la ley 1943. 
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moneda oficial de los Estados Unidos y varios países, es la divisa con mayor 
circulación en el mundo, la moneda de Chile es el peso chileno y en el Perú la 
moneda nacional es el sol, sin embargo juntos países tienen como unidad de 
moneda para las inversiones extranjeras el dólar,  por eso sería conveniente para 
Colombia cambiar este aspecto en el nuevo régimen de mega inversiones, que es 
donde se están adjudicando los contratos de estabilidad tributaria. 
 
En Chile hasta enero de 2020, fueron adjudicados los contratos de estabilidad 
jurídica, mediante contratos ley, que por más de cuarenta años tuvo efectos 
positivos, que le permitieron a Chile crecer en su economía, posicionarse como país 
inversor, porque los inversionistas se sintieron respaldados mediante ese contrato 
ley,  que a partir de este año se están lanzando a no otorgar más contratos 
amparándose en la credibilidad que han ganado y en la posición económica que 
han logrado,  pero no hay que desconocer que ese reconocimiento se logró por 
cumplir lo acordado en los contratos ley; en él  Perú sucede lo mismo,  los convenios 
de estabilidad jurídica  llevan más de treinta año siendo efectivos, están concebidos 
como contratos ley y en juntos países  son regulados por el derecho civil y no el 
administrativos, este sería uno de los cambios que Colombia podría estar 
adoptando, para que no sienta que está comprometiendo la soberanía, sino que por 
el contrario deja a un lado su posición dominante para convertirse en una de las 
partes contratantes y de esta forma generar confianza al inversor. 
 
Otras de las fortalezas que tiene Chile y el Perú, es la forma de dirimir las 
controversias en los contratos y convenios de estabilidad jurídica, permitiéndole al 
inversor extranjero hacer uso de los distintos mecanismos para ejercer sus 
derechos, el poder recurrir al CIADI  que es  la institución líder a nivel mundial 
dedicada al arreglo de diferencias relativas a inversiones internacionales, o 
cualquier tribunal de arbitramento donde tengan suscritos contratos, le da 
transparencia y neutralidad al contrato, hace que se el inversionista se sienta seguro 
jurídicamente para hacer valer sus derechos, Colombia solo acepta arbitramentos 
nacionales, mostrándose el poder dominante del estado ante el inversionista, 
coartando los derechos que le asisten al inversionista y limitándolo al imperio de la 
ley nacional. 
 
Dentro de los derechos del inversionista extranjero tanto en Chile como en el 
Perú, es que no tenga tratos discriminatorios frente al inversionista nacional, razón 
por la cual los montos de inversión son más asequibles tanto al nacional como al 
extranjero, en Colombia la base de inversión dista del alcance del inversionista 
nacional, limitándolos a acceder a los beneficios del régimen de mega inversiones 
que solo gozaran los grandes inversionistas. 
      




El mantener los decretos ley que regulan las inversiones en Chile y el Perú, 
y solo reformarlas para mejorar el alcance o la actualización de las bases de 
inversión, les permitió crecer como primera medida es su economía y en segundo 
medida en confianza, seguridad jurídica, en posicionamiento, razón por la cual en 
Colombia el legislativo debería evaluar las leyes que sanciona con cada reforma 
tributaria, ya que si lo que se persigue es dar seguridad jurídica, el estarlas 
derogando y volviendo a revivir leyes derogadas, solo generan inestabilidad en los 
inversionistas como  paso con la ley 223 de 1995, la ley 963 de 2005, la ley 1948 
de 2018, reformas tributarias que deben ser pensadas a largo plazo y no por 
periodos presidenciales. 
 
Otras de las ventajas que traen los contratos y convenios jurídicos en Chile y 
el Perú es que no cobran ninguna prima al contrato adjudicado, Colombia tiene 
establecido el 0,75% sobre el contrato, haciendo más oneroso este sobrecosto al 
inversionista, colocando al país en una posición menos ventajosa como opción de 
país inversor. 
 
Tanto en Chile como en Perú, no es trascendente la contratación de personal, 





















      







Tabla 13 Análisis comparativo de los Contratos de Estabilidad Jurídica 











TEM A C OLOM B IA C HILE P ER U
Ley marco LEY 2010  DEL 2019 LEY 600  DEL 1974 /  LEY 20848 LEY 662  DE 1991
Nombre Contrato  de Es tab ilidad  Jurid ica Contrato  de Invers ion Extranjera Convenio  de Es tab ilidad  Jurid ica
So licitante
Invers ionis tas  nacionales  y extranjero s , personas  naturales  
o  juríd icas  y conso rcio s
Como  requis ito  es  que deben ser extrajjero s  
lo s  invers inis tas , s i hay nacinales  deben tener 
res idencia y domicilio  en el exteraio r
Invers ionis tas  nacionales  y extranjero s
Fo rmalizacion
Están reg idos  po r las  no rmas  de contratación
es tatal y se p ro toco liza atravez de la firma de un contrato
Se ekeva a escritura el contarto  y se rige po r 
el derecho  civil
Es tá reg ido  po r las
no rmas  civiles  la figura del contrato  ley 
y se celeb ra med iante
Escritura Pub lica
Actividades  auto rizadas
Cualquier act ividad  economica excep to  act ividades  
extract ivas . Las
invers iones  deben hacerse en p rop iedades , p lanta y 
equipo , que sean p roductivos  o  que tengan la 
po tencialidad  de serlo .
En todas  las  act ividades  económicas  
generado ras  de renta
la cond icion es  que la act ividad  
economica es te dentro  de lo s  50  km de 
la fronteras  del pais : secto r minero , 
energet ico , bosques , combustib les , aga
Derechos  del invers ionis ta
Es tab ilidad  tributaria en el impues to  a la renta con una 
tarifa del 27% o  9% para servcio s  ho telero s ,no  sometidos  
a renta p resuntiva, ni al impues to  al patromonio , las  
ut ilidades  que és tas  d is tribuyan, no  es tarán sometidas  al 
impues to  a lo s  d ividendos . Cuando  lo s  d ividendos  o  
part icipacione es tarán
sometidos  a la tarifa del 27% sob re el valo r pagado  o  
abonado  en cuenta.
La es tab ilidad  tributaria,  remis ión  del cap ital 
invertaaido , ut ilidades  líquidas ,  es tab ilidad  
en las  demás  no rmas  nacionales
Es tab ilidad  tributaria, lib re remis ión al 
exterio r del cap ital de la invers ión y 
ut ilidades  líquidas . Lib re convert ib ilidad  
al mejo r p recio ,
es tab ilidad  en las
demás  no rmas  nacionales
Monto  de la invers ion
Invers iones  superio res  a 30 .000 .000  UVTS o  equivalente
287.000 ,000  mil dó lares  americanos
Invers iones  iguales  o  superiroes  a USD 
5.millones  de do lares  americanos
Un monto  no  menor a US$ 10  millones  
para lo s  secto res  de minería e 
hid rocarburos  y de US$ 5 millone, para 
las  demás  act ividades  económicas  
canalizado  spo r la banca
Tiempo  de invers ioon y años  
es tab ilizados
Plazo  mínimo  para ejecutar la invers ion es  entre 3  y 5 años  
y la es tab ilizaco in del contrato  es  de 20  años
El p lazo  para ejecutar la invers ion es  de 8  
años  para lo s  p royecto s  mineros  y de 3  años  
en las  res tantes , cuando  sean p royecto s  
mineros  con exp lo racion
has ta 12  años  y la es tab ilizacion es  de 10  años  
y para las  invers iones
superio res  a USD 50  millones  se puede 
extender has ta la duracion es t imada del 
p royecto
El p lazo  maximo  es  de 2  años  para la 
invers ion y es tab iliza 10  años  desde su 
firma
So lucion de controvers ias
Tribunal de Arb itramento  Nacional,reg ido  po r no rmas  
nacionales
Convencion de Washing ton, arb itramentos  
internacionales  donde t iene convenios  y 
centro  de Arb itarje y Med iacion de Santiago
Tribunales  Arb itrales  qye tengan 
conveno  con el Peru
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Ley 2010 de 27 de diciembre de 2019 
 
Actos Administrativos Generales  
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